	


Magistrada–Ponente: YOLANDA JAIMES GUERRERO
Exp. 2004-2496

 

El Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, adjunto a Oficio Nº 679 de fecha 17 de septiembre de 2004, remitió a esta Sala Político-Administrativa, el expediente contentivo de la demanda por conceptos laborales, incoada por el abogado Edson Alejandro Rojas Rivas, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 59.566, actuando con el carácter de apoderado judicial de los ciudadanos y ciudadanas MARTA GUEVARA DE H., JESUS RAMIREZ GIL, VIDALINA DORTA, SARAY SALAZAR, SIMONA ZURITA CALDERON, OMAIRA C. PARRA DE A., CLARET HERNANDEZ NAVARRO, CARMEN R. JIMENEZ G., DENNY GUILARTE MEDERICO, YOLANDA GUTIERREZ, PETRA DEL VALLE JIMENEZ, SARA MARIA CAÑA, BETTY PINTO DE CENTENO, CARMEN NOELIA SUAREZ C., RAYZA ELVIRA SANDOVAL, CARMEN RAMONA ARIAS, JOSE F. CAMPERO VILERA, DAVID R. ASCANIO Y., MARIA DEL CARMEN GUAPE, y CANDIDA GOMEZ, portadores de las cédulas de identidad Nos. 4.946.821, 4.977.966, 4.980.234, 4.980.527, 4.980.775, 4.980.940, 4.981.293, 5.334812, 5.550.827, 5.552.163, 5.553.063, 5.554.018, 5.557.786, 6.276.035, 6.381.894, 6.382.150, 6.427.080, 6.530.801, 6.530.971, 6.538.186, respectivamente, contra el INSTITUTO DE SALUD PUBLICA DEL ESTADO BOLIVAR, creado mediante la Ley de Salud Pública del Estado Bolívar, de fecha 5 de diciembre de 1994, publicada en la Gaceta Oficial del Estado Bolívar Nº 27 Extraordinario, de fecha 19 de enero de 1995. Dicha remisión fue efectuada a los fines de decidir la consulta prevista en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, por haber declarado dicho tribunal su falta de jurisdicción respecto a la Administración Pública.

 

El  4 de noviembre de 2004, se dio cuenta en Sala y por auto de la misma fecha, se designó ponente a la Magistrada YOLANDA JAIMES GUERRERO,  a los fines de decidir la consulta.  

 

I

ANTECEDENTES
El abogado Edson Alejandro Rojas Rivas, ya identificado, actuando con el carácter de apoderado judicial de los ciudadanos y ciudadanas MARTA GUEVARA DE H., JESUS RAMIREZ GIL, VIDALINA DORTA, SARAY SALAZAR, SIMONA ZURITA CALDERON, OMAIRA C. PARRA DE A., CLARET HERNANDEZ NAVARRO, CARMEN R. JIMENEZ G., DENNY GUILARTE MEDERICO, YOLANDA GUTIERREZ, PETRA DEL VALLE JIMENEZ, SARA MARIA CAÑA, BETTY PINTO DE CENTENO, CARMEN NOELIA SUAREZ C., RAYZA ELVIRA SANDOVAL, CARMEN RAMONA ARIAS, JOSE F. CAMPERO VILERA, DAVID R. ASCANIO Y., MARIA DEL CARMEN GUAPE, y CANDIDA GOMEZ, también identificados, mediante escrito de fecha 10 de septiembre de 2004, dirigido al "JUEZ DE MEDIACIÓN, SUBSTANCIACION (sic) Y EJECUCIÓN DEL CIRCUITO JUDICIAL LABORAL DEL ESTADO BOLIVAR, CON SEDE EN CIUDAD BOLIVAR", demandó al INSTITUTO DE SALUD PUBLICA DEL ESTADO BOLIVAR, por conceptos laborales. En el referido escrito, la mencionada representación judicial alegó lo siguiente:

- Que sus representados son un grupo de veinte (20) trabajadores-obreros, que desde hace más de diez (10) años se encuentran bajo el régimen de transferencia, en cuyo transcurso "... han tenido tres (03) Patronos, que a saber eran: el extinto Ministerio de Sanidad y Asistencia Social (hoy Ministerio de Salud y Desarrollo Social) y la Gobernación del Estado Bolívar, y su actual patrono el Instituto de Salud Pública del Estado Bolívar.".
- Que entre sus representados y el referido Instituto, existe una relación laboral "... que no ha sido interrumpida, extinguida o culminada, pues todos  (...) son personal activo y en nomina  del Instituto de Salud Pública del Estado Bolívar...".

- Que para los efectos de dicha demanda, debe entenderse como personal transferido al servicio del referido Instituto, "... a todo aquel trabajador que laboró en el sistema regional de salud del Estado Bolívar y que a raíz del proceso de Descentralización, Delimitación y Transferencia de competencias del poder público, fueron transferidos como personal al servicio de la Gobernación del Estado Bolívar en fecha 11 de noviembre de 1.993, por el extinto Ministerio de Sanidad y Asistencia Social (hoy Ministerio de Salud y Desarrollo Social), a la Gobernación del Estado Bolívar, mediante el 'CONVENIO DE TRANSFERENCIA AL ESTADO BOLÍVAR DE LOS SERVICIOS DE SALUD PRESTADOS POR EL MINISTERIO DE SANIDAD Y ASISTENCIA SOCIAL Y POR ORGANISMOS ADSCRITOS', siendo transferidos como personal al servicio del Instituto (...) en fecha 17 de julio de 1.995...".  

- Que el 9 de noviembre de 2001, fue suscrito por ante el despacho de la entonces Viceministra de Salud, un acuerdo marco de beneficios para los trabajadores adscritos al entonces Ministerio de Sanidad y Asistencia Social, hoy Ministerio de Salud y Desarrollo Social, que laboraban activamente para ese momento o que hubieren sido transferidos en razón del "Convenio de Transferencia al Estado Bolívar de los Servicios de Salud prestados por el Ministerio de Sanidad y Asistencia Social y organismos adscritos".

- Que adicionalmente a las actas convenios que generaron los mencionados beneficios a los trabajadores transferidos de ese Instituto, se encuentran las consecuentes bonificaciones decretadas por el Ejecutivo Nacional, como compensación en la falta de ajuste salarial periódico durante el año 2003, los cuales alcanzan la cantidad de un millón ochocientos mil bolívares con cero céntimos (Bs.1.800.000,00) para cada trabajador.

- Que asimismo, se les adeuda la cantidad de cuatrocientos mil bolívares con cero céntimos (Bs. 400.00,00), por concepto de bonificación en medicina.

- Que igualmente, "...debe adicionársele lo correspondiente a (sic) incidencia producto de la aplicación de la convención colectiva de trabajo con el sector salud regional con vigencia desde 1.996, aplicación extensiva en virtud de las estipulaciones de la cláusula 104 de la señalada convención colectiva y el artículo 552 de la Ley Orgánica del Trabajo.".

 
- Que en virtud de lo anterior, es por lo que interpone la presente acción a los fines de que la demandada pague a sus representados, con fundamento en "LOS CONVENIOS ACTAS SUSCRITAS ANTE LA INSPECTORIA DEL TRABAJO Y EL CONTENIDO DE LOS ARTÍCULOS 3, 8 ULTIMO APARTE, 11, 12, 15, 43, 60 DE LA LEY ORGANICA DEL TRABAJO", la cantidad de ciento ochenta y un millones setecientos cuatro mil doscientos cincuenta y cinco bolívares con veinte céntimos (Bs.181.704.255,20), monto en que fue estimada dicha demanda. 

 

Una vez realizada la distribución del expediente, correspondió su conocimiento al Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, el cual le dio entrada en la misma fecha.

 

El 13 de septiembre de 2004, el apoderado judicial de los accionantes, consignó escrito a los fines de "... subsanar (sic) error presente en el libelo de la demanda...".

 

En fecha 17 de septiembre de 2004, el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, declaró su falta de jurisdicción  respecto a la Administración Pública, para conocer del presente asunto y ordenó consultar a esta Sala dicha decisión, de conformidad con el artículo 62 del Código de Procedimiento Civil, en los siguiente términos:

 

"Visto el anterior libelo de demanda (...) se desprende que los trabajadores accionantes reclaman al Instituto de Salud Pública del Estado Bolívar, beneficios sociales acordados mediante Acta suscrita entre ese Instituto y el Ministerio de Salud y Asistencia Social, así como la aplicación de la Convención Colectiva de Trabajo con el Sector Salud Regional con vigencia desde 1996; aunado al hecho que se encuentran activos en la prestación de sus servicios laborales, considera este Tribunal que la acción incoada encaja en lo que la doctrina denomina Conflicto Colectivo entre trabajadores y patronos, por lo que debe ser tramitado por ante la Inspectoría del Trabajo, siguiendo el procedimiento establecido en los artículos 469 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo en concordancia con lo dispuesto en el artículo 196 y siguientes de su Reglamento. En efecto, en las causas en que se ventile el incumplimiento de cláusulas contentivas en Convenciones Colectivas o Acuerdos entre los Trabajadores y el Patrono, no corresponde a estos Tribunales conocer de las mismas, ya que según lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo en su Título VII, Capítulo III, Sección Primera, Segunda, Tercera, Cuarta y Quinta, los asuntos en donde se pretende modificar las condiciones de trabajo o RECLAMAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS CONVENCIONES COLECTIVAS, como el caso de marras, es de exclusivo conocimiento de la Administración Pública, específicamente de las Inspectorías del Trabajo. (...).

Así las cosas, observa quien decide que los abogados accionantes han errado la vía escogida y el procedimiento a seguir, y se ha obviado el iter procesal establecido en la Ley Orgánica del Trabajo para cuando acontezca una situación como la que plantean, que no es otro que el consagrado en el Capítulo antes mencionado.

En fuerza de los razonamientos esgrimidos, este Tribunal (...), de conformidad con lo establecido en el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil, aplicable en este proceso con fundamento a lo establecido en el artículo 11 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, declara su FALTA DE JURISDICCIÓN con respecto a la administración (sic)  pública (sic), y Así se decide. En consecuencia se ordena la inmediata remisión del presente expediente para la Sala Político Administrativo (sic) del Tribunal Supremo de Justicia, de conformidad con lo previsto en el artículo 62 del Código de Procedimiento Civil por aplicación analógica del artículo 11 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.".  

 

 

 

II

ANALISIS DE LA SITUACION

 

Corresponde a esta Sala pronunciarse acerca de la consulta planteada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, en virtud de la sentencia dictada en fecha 17 de septiembre de 2004, mediante la cual declaró su falta de jurisdicción para conocer del presente caso, por cuanto consideró que al referirse a una reclamación de cumplimiento de una convención colectiva, el mismo debía ser tramitado ante la Inspectoría del Trabajo.

 

En tal sentido, debe precisarse que del libelo de la demanda se desprende, que el apoderado judicial de los accionantes, señaló que sus representados son en la actualidad trabajadores activos del Instituto de Salud Pública del Estado Bolívar; por lo que en nombre de éstos, reclama al mencionado Instituto, que se les paguen las sumas de dinero adeudadas por los siguiente conceptos: 1) Los beneficios laborales establecidos en el acuerdo marco de beneficios para los trabajadores adscritos al Ministerio de Sanidad y Asistencia Social" ( hoy Ministerio de Salud y Desarrollo Social), de fecha 9 de noviembre de 2001; 2) Las "Bonificaciones decretadas por el ejecutivo (sic) Nacional como compensación en la falta de ajuste salarial periódico durante el año 2.003", 3) La bonificación correspondiente a medicinas; y 4) Lo correspondiente a "... la aplicación de la convención colectiva de trabajo con el sector salud regional con vigencia desde 1.996".

 

 

Ahora bien, a los fines de determinar si corresponde al Poder Judicial conocer del presente caso, la Sala debe advertir que la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, dispone en su artículo 29 lo siguiente:

 

Artículo 29.“Los Tribunales del Trabajo son competentes para sustanciar y decidir: 
1. Los asuntos contenciosos del trabajo que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje

(...omissis...)
4. Los asuntos de carácter contencioso que se susciten con ocasión de las relaciones laborales como hecho social, de las estipulaciones del contrato de trabajo y de la seguridad social; y...". (Negrillas de la Sala).

 

 

La norma anteriormente transcrita, establece los supuestos en los que corresponde a los Tribunales del Trabajo conocer y decidir determinados asuntos. En este sentido, los accionantes, actuando en su condición de trabajadores activos del Instituto demandado, manifestaron que se les adeuda ciertas cantidades de dinero derivadas de sus relaciones de trabajo, invocando como fundamento de la demanda, "LOS CONVENIOS ACTAS SUSCRITAS ANTE LA INSPECTORIA DEL TRABAJO Y EL CONTENIDO DE LOS ARTÍCULOS 3, 8 ULTIMO APARTE, 11, 12, 15, 43, 60 DE LA LEY ORGANICA DEL TRABAJO.".

 

De lo expuesto se observa claramente, que la presente reclamación consiste en el pago de una suma de dinero, que por manifestación expresa de los accionantes, no se les ha pagado y a la cual alegan tener derecho. En consecuencia, siendo la reclamación de índole pecuniaria, se infiere claramente que los Tribunales del Trabajo tienen jurisdicción para conocer de la presente causa. 

 

Por otra parte, debe advertir esta Sala, que de la pretensión contenida en el libelo de demanda, no se infiere que los trabajadores accionantes estén planteando en sede jurisdiccional un conflicto colectivo, caso en el cual debería  ser resuelto por el procedimiento conciliatorio previsto para tal fin en el Capítulo III de la Ley Orgánica del Trabajo; sino que se trata de un grupo de trabajadores, quienes reclaman el pago de una suma de dinero por beneficios laborales, cuya procedencia, entre otras, se encuentra establecida en una Convención Colectiva. 

 

En consecuencia, esta Sala declara que el Poder Judicial sí tiene jurisdicción para conocer y decidir el presente caso, correspondiendo conforme a lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, a los tribunales laborales, específicamente al Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar. Así se decide.

 

 

III

DECISIÓN

 

Atendiendo a los razonamientos antes señalados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que el PODER JUDICIAL SÍ TIENE JURISDICCIÓN para  conocer y decidir la demanda  por conceptos laborales, incoada por el abogado Edson Alejandro Rojas Rivas, ya identificado, actuando con el carácter de apoderado judicial de los ciudadanos y ciudadanas MARTA GUEVARA DE H., JESUS RAMIREZ GIL, VIDALINA DORTA, SARAY SALAZAR, SIMONA ZURITA CALDERON, OMAIRA C. PARRA DE A., CLARET HERNANDEZ NAVARRO, CARMEN R. JIMENEZ G., DENNY GUILARTE MEDERICO, YOLANDA GUTIERREZ, PETRA DEL VALLE JIMENEZ, SARA MARIA CAÑA, BETTY PINTO DE CENTENO, CARMEN NOELIA SUAREZ C., RAYZA ELVIRA SANDOVAL, CARMEN RAMONA ARIAS, JOSE F. CAMPERO VILERA, DAVID R. ASCANIO Y., MARIA DEL CARMEN GUAPE, y CANDIDA GOMEZ, también identificados, contra el INSTITUTO DE SALUD PUBLICA DEL ESTADO BOLIVAR.

 

En consecuencia, se revoca la decisión dictada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, en fecha 17 de septiembre de 2004.

 

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al tribunal de origen. Cúmplase lo ordenado.

 

Dada,  firmada  y  sellada  en  el  Salón  de  Despacho  de  la  Sala Político-Administrativa  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, en Caracas a los veintitrés (23) días del mes de noviembre de dos mil cuatro (2004). Años 194º de la Independencia y 145º de la Federación.
 
El Presidente,
LEVIS IGNACIO ZERPA                                                                           
El Vicepresidente,
HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
          La Magistrada-Ponente,
YOLANDA JAIMES GUERRERO
La Secretaria,
ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
YJG

Exp. Nº2004-2496 
En veinticuatro (24) de noviembre del año dos mil cuatro, se publicó y registró la anterior sentencia, bajo el Nº 02316.
La Secretaria,
ANAIS MEJÍA CALZADILLA
 

 

 

